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Presentación
El 29 de agosto de 2019 un grupo de congresistas de la Comisión de Paz es-

tuvo en el municipio de Tumaco (Nariño), solo un día después de que se diera 

a conocer la noticia de que varios excomandantes le habían dado la espalda al 

Acuerdo de Paz. Esta visita les permitió ver directamente —a través del diálo-

go con los excombatientes, las comunidades y las autoridades locales— que, 

a pesar de las adversidades y los problemas, la gran mayoría de quienes de-

jaron las armas continúan con el firme compromiso de aportar a la paz. Este 

grupo multipartidario también pudo observar el compromiso y la voluntad de 

la sociedad civil, así como el de funcionarios que, en lo local, persisten en el 

propósito de garantizar la construcción de paz y transformar los territorios 

más afectados por la guerra. 

Esta fue la última de las 11 visitas realizadas por el proyecto “Del Capitolio al 

Territorio”, una iniciativa de la Comisión de Paz de la Cámara de Representan-

tes que hace un seguimiento multipartidista a la implementación del Acuerdo 

de Paz. Este proyecto, implementado por la Comisión de Paz, cuenta con la 

secretaría técnica de la Fundación Ideas para la Paz (FIP) y el apoyo financiero 

de la Embajada Británica y el International Republican Institute (IRI).

La primera parte de este informe describe el proyecto y señala sus princi-

pales actividades y avances; la segunda, recoge las posiciones y percepciones 

de los actores locales —organizaciones sociales, líderes, comunidades, auto-

ridades y funcionarios—, que fueron compartidas a través de las entrevistas 

realizadas por la FIP y los diálogos con los congresistas. 

Agradecemos a cada una de las personas y organizaciones en las regiones 

que compartieron sus perspectivas, preocupaciones y recomendaciones. Espe-

ramos que en este documento vean reflejadas sus voces, reclamos y esperanzas.

La Cooperativa, 
Meta. Marco Antonio 
Gordillo, alcalde de 
Vista Hermosa, Peter 
Tibber, exembajador 
del Reino Unido en 
Colombia, Alejandro 
Vega, representante a la 
Cámara por el Partido 
Liberal, y Juanita 
Goebertus; del Partido 
Alianza Verde; reunidos 
con líderes y lideresas.
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01.
Del Capitolio al Territorio: ¿Qué es y cuáles 
han sido sus avances? 

“Del Capitolio al Territorio” tiene como objetivo verificar de primera mano, a 

través de visitas regionales de los congresistas, los avances en la implementa-

ción de políticas públicas relacionadas con la seguridad territorial, la reincorpo-

ración, el control a la producción de drogas ilícitas, el Programa Nacional Integral 

de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS), la satisfacción de los derechos 

de las víctimas, la situación de los líderes sociales y el desarrollo rural sostenible 

que se propone en los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET).

El proyecto se propone: 

•	 Crear un espacio de acercamiento y cooperación multipartidista para 

hacer veeduría a la construcción de paz territorial, reconociendo las 

diferencias políticas sobre el proceso y el Acuerdo de Paz.

•	 Servir como puente de diálogo entre el Estado y los distintos actores 

de la sociedad civil alrededor del avance de la implementación del 

Acuerdo y las oportunidades para mejorarlo.

•	 Contribuir con información recogida desde los territorios a las discu-

siones que se dan en el Congreso de la República sobre la implemen-

tación del Acuerdo de Paz. 

ETCR Pondores, 
Fonseca, La Guajira. 
Mural pintado por 
excombatientes.
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•	 Producir informes periódicos basados en las visitas regionales que 

permitan recolectar datos fiables para formular recomendaciones 

para políticas públicas sustentadas en la evidencia.

Para cumplir estos objetivos, se realizaron 11 viajes a regiones priorizadas 

por su afectación durante el conflicto armado. A estas visitas asistieron con-

gresistas con diversas posiciones —a favor y en contra— de los diferentes com-

ponentes de la implementación del Acuerdo de Paz. Este trabajo contó con la 

asistencia técnica de la FIP.

1.1. Principales actividades

Veinte congresistas de siete partidos políticos distintos participaron de 

las 11 visitas regionales que se realizaron a los siguientes departamentos y 

municipios:

DEPARTAMENTO MUNICIPIOS Y ETRC

Antioquia Medellín, Amalfi, Anorí y el (ETCR) La Plancha

Putumayo Puerto Asís y ETCR La Carmelita

Tolima Ibagué, Planadas y ETCR El Oso

Chocó Quibdó y Bojayá1

Norte de Santander Cúcuta y Sardinata

Sur del Meta Villavicencio, Vistahermosa y ETCR La Cooperativa

Caquetá Florencia, San Vicente del Caguán y ETCRs de Aguabonita y Miravalle

Cauca Popayán, Buenos Aires y ETCR La Elvira

Arauca Arauca, Arauquita y ETCR Filipinas

La Guajira Riohacha, Fonseca y ETCR Pondores

Nariño Tumaco y ETCR La Variante

Durante estas visitas se mantuvieron cerca de 60 reuniones con autorida-

des departamentales y municipales, Fuerza Pública, instituciones nacionales 

encargadas de la implementación, organizaciones internacionales y humani-

tarias, líderes sociales, organizaciones de mujeres y víctimas, excombatientes, 

1	 El viaje de la comisión a Quibdó y Bojayá se realizó en el marco de una visita de la Comisión de Paz de la Cámara de Representantes 
que ya estaba previamente organizada por la representante María José Pizarro y a la que se invitó a la Fundación Ideas para la Paz 
y a la Embajada de Reino Unido como acompañantes. 
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empresarios y gremios. En los distintos espacios de diálogo, los congresistas 

recibieron información sobre las perspectivas territoriales de la implementa-

ción del Acuerdo, sus avances y dificultades.

En los viajes realizados, se profundizó en temas como la percepción sobre 

la implementación del Acuerdo y los cambios que ha traído para el territorio; 

la situación de seguridad y sus desafíos; el avance del PNIS y sus impactos; la 

construcción y puesta en marcha del PDET; la situación de los líderes sociales, 

y la satisfacción de los derechos de las víctimas. Con la información obtenida 

se realizaron informes regionales que recogen los hallazgos y recomendacio-

nes para la política pública y que han servido, además, como insumos para las 

discusiones en el Congreso. 

La FIP, por su parte, realizó nueve viajes previos para preparar y organizar 

las visitas de los congresistas al territorio y poder brindarles información de 

contexto relevante. El equipo de investigación de la Fundación realizó trabajo 

de campo en Arauca, Cauca, El Catatumbo (Norte de Santander), La Guajira, 

Putumayo, sur del Tolima, sur del Meta, Caquetá y Nariño, con el fin de reco-

pilar información sobre el progreso de la implementación del Acuerdo de Paz. 

En las visitas a los municipios, la FIP realizó cerca de 130 entrevistas con 

diferentes actores del orden nacional y local, incluyendo:

•	 Líderes sociales

•	 Autoridades locales

•	 Agencias encargadas de la implementación del Acuerdo de Paz

•	 Cooperación internacional presente en el territorio como parte del 

monitoreo para la implementación del proceso

•	 Excombatientes

•	 Organizaciones de mujeres

•	 Organizaciones de víctimas

•	 Otras autoridades locales relevantes

La información recopilada permitió elaborar varios informes con los hallaz-

gos sobre la implementación del Acuerdo de Paz, que fueron compartidos con 

los congresistas como insumos de contexto antes de sus visitas. También se 

realizaron informes posteriores a las visitas, que recogen las recomendaciones 

surgidas de las conversaciones y reuniones de los congresistas con los actores 

locales. 
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ECUADOR

BRASÍL

VENEZUELA

PANAMÁ

PERÚ

META

AMAZONAS

GUAINIA

VICHADA

CASANARE

SANTAFE DE
BOGOTÁ D.C

ARAUCA

CUNDINAMARCA

VALLE DEL
CAUCA

CAUCA

CAQUETÁ

GUAVIARE

VAUPÉS

NARIÑO

TOLIMA

NORTE DE
SANTANDER

LA GUAJIRA

CESARMAGDALENA

SANTANDER

BOYACÁ

ANTIOQUIA

CHOCÓ CALDAS

RISARALDA

QUINDÍO

CORDOBA BOLIVAR

SUCRE

ATLANTICO

PUTUMAYO

HUILA

VALLEDUPAR

VILLAVICENCIO

POPAYÁN

QUIBDÓ

SANTANDER DE
QUILICHAO

BOJAYÁ ARAUCA

ARAUQUITA

FONSECA

RIOHACHA

CALI

TUMACO

FLORENCIA

VISTAHERMOSA

SAN VICENTE DEL CAGUÁN

PUERTO ASÍS

AMALFI

MEDELLÍN

ANORÍ

IBAGUE

PLANADAS

BUENOS AIRES

CÚCUTA

SARDINATA

LÍMITE
DEPARTAMENTAL

LÍMITE
MUNICIPAL

CONVENCIONES MAPA MUNICIPIOS VISITADOS

24 MUNICIPIOS VISITADOS POR LOS CONGRESISTAS Y LA FIP

Visitas regionales
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1.2. Los avances y desafíos en la implementación 
del proyecto

Durante el año de implementación del proyecto, identificamos los siguien-

tes avances: 

•	 Conocimiento más profundo y detallado de los congresistas que asis-

tieron a las visitas sobre la implementación del Acuerdo de Paz y su 

línea de tiempo, las diferencias en los avances y las dificultades a las 

que se enfrenta cada uno de los territorios. 

•	 El proyecto ha motivado a los congresistas —sobre todo a aquellos 

que tienen posiciones contrarias a los contenidos del Acuerdo de 

Paz—, a ir a los territorios y comprender de primera mano los retos y 

oportunidades que tiene un proceso de esta naturaleza. 

•	 La información recopilada ha servido para alimentar los debates en el 

Congreso sobre el Acuerdo de Paz. Un ejemplo: después de la visita al 

departamento de Arauca, que incluyó el ETCR de Filipinas, los  Repre-

sentantes Omar de Jesús Restrepo (Partido FARC), Nevardo Rincón 

(Patido Liberal), Juanita Goebertus (Alianza Verde), y Jose Vicente 

Carreño (Cendro Democrático), enviaron una carta al Presidente de la 

República y al Consejero Presidencial para la Estabilización y la Con-

solidación solicitando no reubicar el ETCR de Filipinas y a ahondar en 

todos los esfuerzos necesarios para permitir su continuidad en este 

departamento. 

•	 Ha servido como un puente entre los territorios, el Congreso y las ins-

tituciones encargadas de la implementación a nivel nacional.

•	 La información recopilada por los congresistas y los informes sirvie-

ron como insumo para la elaboración del documento “¿En qué va el 

Acuerdo de Paz a un año del gobierno Duque?: retos y recomenda­

ciones”, firmado por un grupo amplio de congresistas.

•	 Las visitas han permitido identificar las necesidades y problemas de los 

territorios que, a su vez, se han traducido en la presentación de proyectos 

de ley como el que facilita el transporte escolar rural, y el que mejora las 

condiciones de acceso a vivienda rural comprendiendo las particularida-

des de las comunidades y el territorio. 
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•	 El diálogo con los diferentes actores en el territorio permitió a los 

representantes del Congreso incidir en las decisiones del Gobierno 

sobre la implementación y en particular sobre la reincorporación. 

•	 Las visitas permitieron que se introdujeran elementos técnicos sobre 

la implementación en el Plan Nacional de Desarrollo con un apoyo 

multipartidario.

•	 El 3 de septiembre de 2019 la Comisión de Paz de la Cámara de Re-

presentantes emitió un pronunciamiento rechazando la decisión  de 

algunos miembros de la extinta guerrilla de las Farc de rearmarse. 

Este comunicado ratificó la necesidad de garantizar el cumplimiento 

del Acuerdo Final y el apoyo a los miles de excombatientes que se 

mantiene firmes en la palabra y en el cumplimiento de lo acordado.

•	 La Comisión de Paz de la Cámara de Representantes realizó el 30 

de septiembre de 2019 una sesión en la que fue invitado el Conseje-

ro para la estabilización y normalización, Emilio Archila. Durante esta 

sesión los Representantes a la Cámara de diferentes partidos junto 

al Consejero dialogaron sobre los trabajos que se han venido desa-

rrollando para implementar de manera efectiva el Acuerdo Final y la 

construcción de paz. De esta reunión, y dada la magnitud y necesidad 

de hacer seguimiento a los diferentes temas, surgió el compromisos 

de realizar reuniones mensuales en la que se abordan temas concre-

tos y cruciales para la implementación del Acuerdo de Paz.

El principal desafío de este proyecto ha sido lograr la participación multi-

partidista en el contexto de alta polarización que se da alrededor del Acuerdo 

de Paz. Las distintas visiones ideológicas, así como la valoración sobre el sig-

nificado del Acuerdo y los compromisos asumidos por el Estado, han influido 

en la decisión de los congresistas de sumarse o no a esta iniciativa. El diálo-

go constante, así como la información de las visitas realizadas, han permitido 

construir una base fáctica de conversación, tendiendo puentes con distintos 

actores locales. 
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02.
La implementación del Acuerdo de Paz: Una 
mirada a los retos y oportunidades

La implementación del Acuerdo de Paz puede ser abordada desde dos 

perspectivas principales: primero, desde el conjunto de compromisos que 

asumieron las partes —el Estado y las FARC— y su cumplimiento. Desde este 

punto de vista, la implementación se entiende como un conjunto de tareas a 

realizar. 

El Instituto Kroc ha identificado un listado de 578 compromisos contenidos 

en el Acuerdo de Paz. Al 28 de febrero de 2019, el balance realizado por esta 

organización señaló que el 69% de estas tareas está en proceso de implemen-

tación: un tercio se han implementado completamente (23%) o se espera que 

se implementen completamente en el tiempo estipulado por el Acuerdo (12%); 

un 34% están en un estado de implementación mínima; y sobre el 13% restante 

no se registran avances. En lo que tiene que ver con la labor legislativa, el 57% 

de las normas requeridas para la implementación del Acuerdo aún están pen-

dientes de trámite en el Congreso.

Una segunda perspectiva entiende la implementación como un proceso en 

el cual no solo es importante lo “qué” se hace (el listado de tareas), sino tam-

bién “cómo” se hace, lo que pasa necesariamente por la participación de los 

actores locales, la generación de espacios de concertación y la transformación 

de los territorios afectados históricamente por la guerra. Desde esta orilla, la 

ETCR Filipinas, Arauca. 
Jose Vicente Carreño, 
Representante a la 
Cámara por el partido 
Centro Democrático 
se dirige a los 
excombatientes de las 
FARC. Lo acompañan 
Nevardo Ricón del 
Partido Liberal, Omar 
de Jesús Restrepo del 
Partido FARC y Juanita 
Goebertus del Partido 
Alianza Verde.
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percepción sobre la implementación que tienen las poblaciones, las víctimas, 

los excombatientes y las autoridades locales, ayuda a tomar el pulso y a tener 

una noción más cercana de lo que el Acuerdo ha significado —o no— en los 

territorios. 

Ambas perspectivas son complementarias: la primera ayuda a medir la 

temperatura de la implementación, sus avances y rezagos; la segunda, por su 

parte, permite tener la sensación térmica, ya que no solo toma en cuenta el 

conjunto de tareas (los compromisos), sino la manera como la implementación 

del Acuerdo de Paz interactúa con las condiciones locales y es percibida por 

quienes deberían ser sus protagonistas. 

“Del Capitolio al Territorio” permite, justamente, contrastar y complementar 

los indicadores de la implementación del Acuerdo de Paz con las expectativas, 

preocupaciones y aspiraciones que tienen los líderes, organizaciones, comuni-

dades, funcionarios y aquellos que tomaron la decisión de dejar las armas. En 

este sentido, reconoce que estos actores no son receptores pasivos de la im-

plementación, si no que el Acuerdo requiere ser apropiado y desarrollado por 

quienes están en las zonas más afectadas por la confrontación armada. Eso es 

lo que garantiza su legitimidad y sostenibilidad. 

En esta sección, se resaltan las dinámicas y los desafíos de la implementa-

ción del Acuerdo de Paz, basados en las entrevistas realizadas por la FIP y el 

diálogo de los congresistas con los actores locales.

2.1. Las posturas y percepciones respecto al Acuerdo de 
Paz y su implementación

El balance de la implementación del Acuerdo a nivel nacional suele ocultar 

las diferencias territoriales. Si bien las discusiones y decisiones de las institucio-

nes en el nivel central tienen profundas repercusiones en lo local, el desarrollo 

de lo pactado tiene distintos matices y trayectorias en las regiones, municipios 

y veredas. La implementación no sucede en un espacio vacío, sino que está 

directamente vinculada con la historia, las capacidades y las brechas de las 

zonas afectadas por la confrontación. 

Dependiendo del tema que se aborde, el ritmo de la implementación guarda 

diferencias. De hecho, el balance realizado por el Instituto Kroc muestra que, 

mientras los compromisos vinculados al “Fin del Conflicto” y los “Mecanismos 
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de verificación y monitoreo” tienen un importante avance, la “Reforma Rural 

Integral” y la “Solución al Problema de las Drogas Ilícitas” presentan rezagos 

notorios (más del 50% de los compromisos se encuentran en un estado “míni­

mo” de implementación). Esto mismo se encuentra en los territorios, con per-

cepciones positivas sobre algunos componentes —destacando la experiencia 

del proceso participativo en la formulación de los planes de los Programas de 

Desarrollo con Enfoque Terriotorial (PDET)—, y las preocupaciones constantes 

frente a temas claves como la Reforma Rural Integral y la reincorporación.

La percepción general sobre el Acuerdo de Paz fue, en principio, positi-

va. Las instituciones, los líderes y las comunidades, lo identificaron como una 

oportunidad para desactivar el conflicto y mejorar la calidad de vida de las 

poblaciones (especialmente en las zonas de mayor influencia de las FARC). 

Pero su implementación ha enfrentado múltiples obstáculos que no solo tienen 

que ver con los desacuerdos políticos y la polarización, sino con las limitacio-

nes propias del Estado colombiano. La brecha entre los compromisos, las ex-

pectativas generadas y las capacidades institucionales reales, ha derivado en 

incertidumbre y escepticismo por parte de las comunidades. 

Es importante reconocer que, si bien hay acciones y avances puntuales por 

parte del Gobierno Nacional en la implementación del Acuerdo a nivel local, 

persisten las dudas sobre la continuidad de los procesos de participación que 

permitieron el surgimiento y reconocimiento de liderazgos, y una voz activa 

sobre las decisiones. Para los actores locales, la implementación no es solo una 

lista de demandas al Gobierno central, sino, sobre todo, una ruta para avanzar 

en el desarrollo de sus regiones que reduzca las brechas entre el país urbano 

y el rural. 

El vínculo entre la implementación del Acuerdo y las condiciones de seguri-

dad está en el centro de las percepciones y valoraciones sobre los dividendos 

de la paz. La transición se ha caracterizado por su fragilidad, con cambios en 

las dinámicas de la confrontación armada que tiene ahora al ELN como el actor 

principal, con una influencia creciente de las disidencias, la permanencia de las 

Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC) y decenas de facciones locales 

que participan en las economías ilegales. 

La protección de las poblaciones y los liderazgos en varios territorios sigue 

siendo una tarea pendiente, que trasciende el despliegue de la Fuerza Pública 

y exige generar capacidades para gestionar la seguridad y la justicia desde 

el nivel local. Si bien las economías ilegales dinamizan la violencia y generan 
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regulaciones al margen del Estado, la vulnerabilidad de las comunidades tam-

bién está conectada con la debilidad institucional y la falta de capacidades del 

Estado para garantizar una justicia efectiva. 

En regiones como el sur del Tolima, Putumayo, Caquetá, norte del Cauca 

y sur del Meta, la desmovilización de las estructuras de las FARC generó un 

cambio en las dinámicas del conflicto. En la primera fase de la implementación 

redujo sustancialmente los índices de violencia, y por eso el Acuerdo tuvo un 

efecto positivo en la percepción de las comunidades y su mirada sobre el fu-

turo. Sin embargo, a medida que se fueron conformando y consolidando las 

disidencias, y se empezaron a presentar problemas con la implementación, 

estas percepciones se han ido modificando. 

En Arauca, la salida de las FARC disminuyó la presión de los grupos arma-

dos y generó expectativa alrededor de la terminación del conflicto; sin embar-

go, el avance y fortalecimiento del ELN y el surgimiento de las disidencias, han 

incrementado la violencia en el departamento. 

En regiones como Chocó, Nariño y el norte de Antioquia, la etapa posterior 

a la firma estuvo acompañada por el recrudecimiento de la violencia, lo que ge-

neró una visión desalentadora del Acuerdo de Paz. Desafortunadamente, dicha 

percepción se ha profundizado por cuenta de los rezagos y tensiones sociales 

que ha traído la sustitución de cultivos. En la región del Catatumbo, la implemen-

tación ha estado acompañada por la reconfiguración de grupos ilegales y un es-

cenario de disputa armada que ha dejado un importante impacto humanitario. 

ETCR Miravalle, La 
Montañita, Caquetá. 
Los representantes 
Harry Giovanny 
González, del Partido 
Liberal, Omar de 
Jesús Restrepo, del 
Partido de FARC y 
Juanita Goebertus del 
Partido Verde realizan 
un recorrido por los 
proyectos productivos.
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A diferencia de estas regiones, en la zona sur de La Guajira y norte del Cesar 

el proceso de paz con las FARC tiene reconocimientos importantes por parte 

de las autoridades locales y las comunidades. La percepción está conectada 

con la salida de este grupo armado y un periodo de tranquilidad en términos 

de seguridad que dio paso a la generación de expectativas en torno al de-

sarrollo territorial, la continuación e impulso a los procesos de reparación de 

víctimas y restitución de tierras, y la visibilidad de los problemas estructurales 

de los municipios (como el acceso a servicios básicos).

Lo que ocurre en estos departamentos y regiones muestra que la percep-

ción sobre la implementación del Acuerdo de Paz pasa necesariamente por la 

respuesta a las necesidades concretas de los municipios y veredas, y la posi-

bilidad de transformar los territorios. Si bien este cambio no sucede de un día 

para otro, requiere de la interlocución y participación ciudadana constante, 

con mensajes claros sobre el futuro y de acciones específicas urgentes que, 

progresivamente, mejoren la calidad de vida de las poblaciones. 

Las comunidades esperan que la implementación del Acuerdo de Paz las tome en 
cuenta, con acciones concretas que impacten su vida cotidiana. Los actores locales 

y las comunidades de las regiones visitadas concuerdan en que el Acuerdo de 

Paz —y principalmente la construcción de los planes de los PDET—, generaron 

expectativas alrededor de la transformación de los territorios. Si bien entienden 

que el cambio toma tiempo, los rezagos y problemas en el desarrollo de varios 

de los componentes del Acuerdo y la ausencia de interlocución por parte del 

Gobierno, han sembrado dudas e incertidumbre. En varias regiones es evidente 

la preocupación por la reactivación de la violencia y la desconfianza en los ac-

tores locales sobre el cumplimiento de los compromisos que adquirió el Estado. 

Los líderes, las organizaciones sociales y las poblaciones, quieren ser protago-

nistas del cambio y no receptores pasivos de la oferta estatal. 

Las instituciones locales expresan preocupación por la falta de recursos y ca-
pacidades para cumplir con las responsabilidades que se desprenden de la im-
plementación del Acuerdo. El compromiso de las instituciones locales con la 

implementación del Acuerdo se expresa de manera diferenciada: algunas ad-

ministraciones lo han asumido como un tema central en su agenda de gobier-

no, mientras que otras aún desconocen sus responsabilidades. En todo caso, 

los funcionarios concuerdan en señalar que no cuentan con los recursos hu-

manos, técnicos y financieros necesarios para la implementación. Un tema que 

causa especial preocupación es el deterioro de la seguridad y la vulnerabilidad 
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al que están expuestas las poblaciones que aún se encuentran en medio de la 

confrontación armada. 

Los excombatientes continúan apostándole a la reincorporación a pesar de los 
obstáculos y la incertidumbre. Los excombatientes reafirman la decisión de de-

jar las armas y dar el paso a su reincorporación a pesar de los homicidios, la 

presencia de economías ilegales, las propuestas de estructuras ilegales y los 

rezagos en la reincorporación económica que generan incertidumbre en su 

futuro. Aquellos que se encuentran fuera de los Espacios Territoriales de Ca-

pacitación y Reincorporación (ETCR) expresan preocupación por la falta de 

garantías de seguridad, así como por la demora en la estabilización económica 

y la puesta en marcha de proyectos productivos. Aunque todos reiteran su 

compromiso con el Acuerdo de Paz, esperan que  se materialicen mayores 

garantías para su reincorporación.

2.2. Las dinámicas de la confrontación y su 
impacto en la seguridad

Desde la firma del Acuerdo entre el Gobierno y las FARC, las dinámicas de 

la confrontación tomaron caminos diferentes: mientras en algunas zonas se 

produjo un alivio en las condiciones de seguridad, en otras se recrudeció la 

violencia por cuenta del reacomodo de distintos grupos armados. El 2018 fue 

un año especialmente difícil. La tasa de homicidios en los 170 municipios PDET 

tuvo un aumento del 26%, mientras que el incremento a nivel nacional fue del 

4%. Las disputas entre distintas facciones y la competencia por la regulación 

de las economías ilegales, influyeron en el alza de las muertes violentas. 

Si bien en 2019 tendencia al alza en los homicidios parece revertirse y los 

desplazamientos a nivel nacional disminuyen, las amenazas y el confinamiento 

continúan con tendencia al incremento. La afectación de las comunidades en 

zonas claves para la implementación del Acuerdo sigue siendo una preocupa-

ción. Los actores locales señalan que, aunque es importante la intervención 

de la Fuerza Pública para proteger a las poblaciones, resulta insuficiente si las 

instituciones del Estado no fortalecen su presencia. 

En 2019 los homicidios en los municipios PDET se estabilizan y persisten otro 
tipo afectaciones a las comunidades. De acuerdo con la información de la Policia 

Nacional, comparando el periodo de agosto de 2017 a julio de 2018 —último 
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año de la administración del presidente Santos—, con el el periodo de agosto 

de 2018 a julio de 2019 —primer año del presidente Duque—, el incremento 

de los homicidios en los municipios PDET fue del 10%. Haciendo una compa-

ración interanual, tomando el periodo de enero a septiembre de 2018 y 2019, 

el incremento es del 1%. En el caso del desplazamiento forzado, según los re-

gistros de la Oficina de las Naciones Unidas para la Coordinación de Asuntos 

Humanitarios (OCHA), la disminución es del 47% (tomando en cuenta el pe-

riodo de enero a agosto de 2019 y comparándolo con el mismo periodo de 

2018). No obstante, continúan las amenazas y las intimidaciones por parte de 

las facciones armadas ilegales mientras que los eventos de confinamiento han 

aumentado. Las comunidades siguen denunciando afectaciones humanitarias: 

en Chocó, las poblaciones se encuentran en el fuego cruzado de los actores 

armados; en Tumaco (Nariño), es motivo de preocupación las desapariciones 

forzadas; y en el sur del Meta, Caquetá y Arauca, hay reclutamiento de jóvenes 

y siembra de minas antipersonal. 

La adaptación de los grupos armados y su mayor influencia en los territorios 
son factores que influyen en la reducción de la violencia. La adaptación de los gru-

pos armados ilegales al incremento de las acciones de la Fuerza Pública los 

ha llevado a que tomen un bajo perfil, y a que eviten la confrontación y per-

secución por parte de las instituciones del Estado. En Nariño, por ejemplo, la 

reducción de los homicidios —principalmente en la zona urbana de Tumaco—, 

tiene relación con un pacto de no agresión entre los grupos que se denominan  

Frente Oliver Sinisterra y las Guerrillas Unidas del Pacífico, quienes se venían 

disputando el territorio. El pacto se dio después de la muerte y captura de sus 

principales líderes y las constantes operaciones por parte de la Fuerza Públi-

ca. En el Catatumbo, el ELN logró debilitar y replegar al EPL hacia sus zonas 

históricas, lo que le permitió consolidarse en el territorio y disminuir la confron-

tación entre ambos. 

Las zonas que continúan teniendo altos niveles de violencia coinciden con aque-
llas en las que hay disputas entre actores armados. En zonas como el Bajo Cauca 

y el nordeste Antioqueño hay una fuerte disputa por el control del territorio 

y las economías ilegales entre estructuras como Los “Caparros” —en alianza 

con las disidencias de los frentes 36 y 18—, y las Autodefensas Gaitanistas de 

Colombia (AGC). Por esa razón se registró un incremento notable (del 224%) 

en los homicidios durante 20182. En lo que va de 2019, pese a la disminución 

2	 Castillo, J., Lleras, E. Y Suárez, M. (2018). Sin política pública contra los homicidios no es posible proteger la vida en Colombia. 
Bogotá: Fundación Ideas para la Paz. 
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de los homicidios a nivel general, los asesinatos aumentaron en municipios 

como Cáceres y El Bagre, donde se concentra parte de la disputa. En Chocó se 

consolidó el ELN en sus zonas históricas en el sur y centro del departamento, 

pero continúa una fuerte disputa con las AGC en el norte, donde los últimos 

meses evidencian un incremento en el impacto humanitario, principalmente en 

el desplazamiento forzado y el confinamiento.

Las disidencias han tomado fuerza, aunque están aún lejos de tener la capaci-
dad armada de las FARC. A nivel nacional, las disidencias continúan siendo un 

conjunto de facciones dispersas con distintos niveles de articulación. Si bien 

su poder armado es inferior al que tenían antes del desarme de las FARC, en 

algunas zonas se ha fortalecido su influencia y capacidad. Tomando en cuenta 

las regiones visitadas, destacamos lo ocurrido en el sur del Meta y Caquetá, 

con facciones disidentes de los frentes 7, 62 y 40 que han tomado fuerza. En 

Putumayo, las disidencias de los frentes 1 y 7 también se han fortalecido. En 

el Caquetá, Putumayo y sur del Meta (La Macarena y en la zona limítrofe con 

Vistahermosa), se reactivaron los “manuales de conducta” impuestos por las 

disidencias y el control a la movilidad.

Aunque en 2019 los homicidios de líderes han disminuido, las agresiones 
continúan en el centro de las preocupaciones. La situación de inseguridad de los 

líderes sociales se agravó en los últimos años —sobre todo en 2018—, en me-

dio de las disputas de los grupos armados y la visibilidad que ganaron con el 

ETCR Agua Bonita. La 
Montañita, Caquetá. 
Recorrido de los 
representantes Harry 
Giovanny González del 
Partido Liberal, Omar 
de Jesús Restrepo del 
Partido FARC, Gabriel 
Santos del Centro 
Democrático y Juanita 
Goebertus del Partido 
Alianza Verde.
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Acuerdo de Paz. Tomando lo ocurrido de enero a septiembre de 2019, y com-

parándolo con el mismo periodo del año anterior, los homicidios disminuyeron 

un 28%, pero las amenazas aumentaron un 22% de acuerdo con la Base de 

Datos de agresiones a líderes sociales de la FIP. Las zonas más preocupantes, 

visitadas por los congresistas, son el Cauca (53 homicidios entre 2017 y lo co-

rrido de 2019); Nariño (26); norte de Antioquia (24); Catatumbo (16); Meta (12) 

y Chocó (11). Si bien en Arauca (7), sur del Tolima (4) y Chocó (2) se presentan 

un número menor homicidios, los líderes sociales son constantemente presio-

nados y amenazados por distintos grupos armados ilegales. 

El Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio del Interior, creó el Plan de 

Acción Oportuna de Prevención y Protección para los Defensores de Derechos 

Humanos, Líderes Sociales, Comunales y Periodistas (PAO). Además, la Procu-

raduría General de la Nación expidió la Directiva 002 de 2019, que contiene los 

lineamientos para la protección de los defensores de derechos humanos, y la 

Directiva 011 de 2019, que obliga a los mandatarios departamentales y munici-

pales a implementar medidas especiales de seguridad para proteger la vida de 

los líderes sociales que sean candidatos a las elecciones territoriales.

Estas iniciativas están encaminadas a mejorar el funcionamiento institucio-

nal para proteger y atender a los líderes sociales; sin embargo, es importante 

aterrizar su implementación en los territorios, donde factores como el desco-

nocimiento de las rutas y estrategias, sumadas a la desconfianza en las autori-

dades e instituciones, hacen que su implementación sea difícil.

2.3. Los Planes de Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET)

En las regiones visitadas, la construcción de los PDET es percibida como un 

proceso amplio de participación que permitió el surgimiento y fortalecimiento 

de liderazgos sociales, así como el reconocimiento de las demandas y necesi-

dades que tienen los territorios. A comienzos de 2019 se culminó la construc-

ción de los 16 Planes de Acción para la Transformación Regional (PATR), que 

contienen 32.808 iniciativas identificadas por las comunidades para transfor-

mar los territorios. 

Según cifras de la Agencia de Renovación del Territorio (ART), participaron 

cerca de 220.000 representantes de los distintos sectores comunitarios de 

11.000 veredas y 170 municipios, además de representantes de gobernacio-
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nes y alcaldías3. Durante su construcción, se generaron altas expectativas por 

parte de las comunidades frente a una posible intervención del Estado enfo-

cada en la transformación y la atención de las necesidades más urgentes de la 

población. 

El Gobierno ha realizado acciones puntuales en el marco de la implementa-

ción de los PDET ejecutando Obras PDET u obras de pequeña infraestructura, 

proyectos productivos y obras financiadas mediante el mecanismo de Obras 

por Impuestos, que han tenido una inversión superior a los $856 mil millones4. 

En el Catatumbo —en el marco de la implementación del PDET y la estrategia 

Paz con Legalidad del actual Gobierno—, se lanzó el “Plan Catatumbo Soste­

nible”, a cargo de la Consejería para la Estabilización y la Consolidación, que 

tiene como uno de sus propósitos acelerar la ejecución del PATR. 

Las principales preocupaciones en este ámbito están vinculadas con la dis-

ponibilidad de los recursos para implementar los PDET, los cuales son insu-

ficientes, así como con la continuidad de los procesos de participación que 

involucran directamente a las comunidades en la toma de decisiones sobre el 

desarrollo a nivel local. 

Poca claridad sobre el paso a seguir tras la firma del PATR y la necesidad de re-
tomar espacios de diálogo y concertación. Las comunidades manifiestan la falta 

de claridad sobre los procesos y tiempos que se dan en la implementación de 

los PDET, y argumentan que desde la firma del PATR, la presencia de la ART 

en los territorios ha sido esporádica e insuficiente. Actores locales señalan que 

este proceso se quedó en el plano de la formulación y que no ven una acción 

decisiva por parte del Estado para avanzar en la transformación de las con-

diciones locales. Si bien reconocen la construcción de las pequeñas obras de 

infraestructura comunitaria (PIC), valoran que este es solo un primer paso ante 

el notable rezagos en términos de infraestructura y bienes públicos. 

La importancia de que los planes de desarrollo locales se articulen con los PDET. 

Una de las mayores preocupaciones que existen en los territorios visitados es 

la de cómo se va a adoptar la implementación del PDET por parte de los go-

3	 Agencia de Renovación Territorial (ART) (23 de febrero de 2019). “Listos los 16 Planes de Acción de los Programas de Desarrollo 
con Enfoque Territorial – PDET”. Recuperado el 16 de marzo de 2019, de http://www.renovacionterritorio.gov.co/Publicaciones/
listos_los_16_planes_de_accin_de_los_programas_de_de_desarrollo_con_enfoque_territorial__pdet

4	 Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación (2019). Informe de gestión: Agosto 7 2018 – agosto 31 2019. 
Gobierno de Colombia.
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biernos entrantes, ya que serán los encargados de poner en marcha este pro-

ceso. Si bien algunos de los gobiernos departamentales y locales actuales han 

manifestado su apoyo5, existe preocupación sobre la inclusión de las iniciativas 

constituidas en el PATR en los planes de desarrollo de los gobiernos entrantes 

y qué tan vinculantes son los compromisos adquiridos para las nuevas admi-

nistraciones. Es importante generar procesos de socialización e información 

de las estrategias de implementación de los PDET a los candidatos munici-

pales y departamentales. Acciones de este tipo se vienen adelantando en el 

Bajo Cauca y nordeste antioqueño, donde en 13 municipios PDET se realizó 

un diplomado de la metodología PDET con 128 precandidatos a las alcaldías 

municipales6. Además destaca la suscripción de 139 (de 170) acuerdos munici-

pales PDET y 9 ordenanzas departamentales PDET.

Las comunidades esperan que continúen los diálogos entre los territorios y el 
Estado. Las comunidades insisten en la necesidad de retomar espacios de co-

municación y diálogo con la ART para conocer el estado de avance en la prio-

rización de iniciativas y definición de recursos. Para los actores del territorio, 

el proceso de construcción del PDET, más que una lista de iniciativas, permitió 

crear un canal de diálogo entre las comunidades y el Estado. Por eso, uno de 

los principales reclamos por la ausencia de instituciones y la ART en los territo-

rios es que este canal de interlocución se ha venido perdiendo. Es importante 

replicar y continuar lo que se hizo en Caucasia y Zaragoza, donde se inició una 

estrategia de socialización a las comunidades, asociaciones de productores y 

sociedad civil sobre el avance en la implementación de los PDET7.

2.4. La reincorporación de los excombatientes 
de las FARC

Es importante destacar que la mayoría de los excombatientes se encuen-

tran en el proceso de reincorporación. A pesar de las fallas que ha tenido el 

proceso, las difíciles condiciones de seguridad, la presión de grupos disidentes, 

5	 Según la Consejería Presidencial para la Estabilización y Consolidación, administraciones departamentales y locales han adoptado 
la implementación del PDET dentro de su mandato, como es el caso de las gobernaciones y alcaldías de municipios PDET del Meta 
y Guaviare, la adopción en los Planes de Desarrollo municipales de Bojayá, Vigía del Fuerte, Murindó y Condoto en Chocó, y 10 
municipios del Bajo Cauca y nordeste antioqueño.

6	 Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación (2019). Op. cit.
7	 Ibíd.
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así como los rezagos en la generación de alternativas económicas, las distintas 

visitas permitieron constatar que la gran mayoría de quienes dejaron las armas 

tienen el firme compromiso de aportar a la construcción de paz. 

Existen avances en lo relacionado con la entrega de los beneficios econó-

micos que se pactaron en el Acuerdo Final. Se destaca, además, la decisión del 

gobierno de apoyar y continuar respaldando el proceso de reincorporación y 

mantener los espacios físicos (ETCR) con una figura permanente en el marco 

del ordenamiento territorial, así como continuar con el pago de la renta básica. 

Sin embargo, persisten retos notorios, especialmente en lo relacionado con la 

seguridad de los excombatientes y sus familias, y en la generación de ingresos 

y opciones económicas de mediano y largo plazo. 

La mayoría de los excombatientes no se encuentran en los ETCR, pero continúan 
comprometidos con la reincorporación. Según cifras de la Agencia para la Re-

incorporación y la Normalización (ARN), a julio de 2019, 3.220 personas se 

encontraban en los ETCR y 8.816 hacían su proceso de reincorporación por 

fuera de ellos8, de manera dispersa o en las Áreas de Reincorporación Grupal 

o Nuevos Puntos de Reincorporación. Es importante señalar que la salida de 

los excombatientes de los ETCR no implica que estén en actividades ilegales, 

sino que han tenido distintas trayectorias: algunos trabajan fuera del Espacio, 

aunque siguen vinculados a él o al grupo territorial de la ARN, mientras que 

otros han retornado a sus lugares de origen fuera del departamento y tomado 

la ruta individual de reintegración. Según datos de la ARN, de los 13.023 ex-

combatientes en reincorporación, 987 están pendientes por ubicar9. 

La dificultad para la estabilización económica de los excombatientes, su disper-
sión y constante movimiento. Una de las razones para que gran parte de los 

excombatientes hayan salido de los ETCR es la necesidad de recursos econó-

micos que les permitan su sostenibilidad y la de sus familias. Dadas las condi-

ciones laborales del sector rural, los excombatientes se encuentran dispersos y 

en constante movilidad, algo que en sí mismo se convierte en un reto para que 

las instituciones hagan un seguimiento a su proceso y, sobre todo, garanticen 

su seguridad, ya que los esquemas de seguridad se concentran en los ETCR.

8	 Agencia de Reincorporación y Normalización -ARN- (julio de 2019). ARN en cifras. Óp. cit. 
9	 Agencia de Reincorporación y Normalización -ARN- (julio de 2019). ARN en cifras. Disponible en http://www.reincorporacion.gov.

co/es/agencia/Documentos%20de%20ARN%20en%20Cifras/ARN%20en%20cifras%20corte%20Julio%202019.pdf 
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La iniciativa de los excombatientes y la cooperación internacional han sosteni-
do el proceso de reincorporación económica. Organizaciones locales y excomba-

tientes aseguran que, si bien se han cumplido los pagos para la renta básica, 

hay retrasos en la puesta en marcha de los proyectos productivos. Por eso, jun-

to con los recursos de la cooperación, los excombatientes han adelantado de 

manera autónoma la construcción y el desarrollo de proyectos dentro y fuera 

de los ETCR. A agosto de 2019, el Consejo Nacional de Reincorporación (CNR) 

aprobó 29 proyectos productivos colectivos y 365 individuales que benefician 

a 2.356 excombatientes; es decir, cerca del 18% de las personas en reincorpo-

ración. De estos, se desembolsaron recursos para 19 proyectos colectivos y 

358 individuales10. 

Estas cifras muestran que gran parte de los proyectos productivos que 

adelantan los excombatientes se han impulsado con recursos obtenidos de 

la cooperación, recursos propios y autogestionados, y en algunos casos con 

el apoyo de los gobiernos departamentales y municipales. En Vistahermosa 

(Meta), por ejemplo, se han adelantado iniciativas en el cultivo de sacha inchi 

y caña de azúcar, así como cría de cerdos y ganadería, con recursos propios y 

de cooperación. En Planadas (Tolima) hay ebanistería, un criadero de cerdos 

y una iniciativa de gallinas ponedoras. En Aguabonita y Miravalle, en Caquetá, 

han implementado proyectos productivos con apoyo de cooperación interna-

cional, autoridades locales y gracias a la autogestión de los excombatientes. 

Sin embargo, actualmente hay preocupación por la sostenibilidad de los pro-

yectos.

Los rezagos en la estabilización económica de los excombatientes incrementan 
el riesgo de reincidencia en actividades ilegales. De acuerdo con los actores lo-

cales, las demoras en el proceso de estabilización económica y la precariedad 

laboral de los excombatientes, acompañados por la oferta de las economías 

ilegales en los territorios, aumentan el riesgo de reincidencia y su vinculación 

a economías ilegales.

Los problemas en la implementación del Acuerdo de Paz afectan la percepción 
de los excombatientes. Para los excombatientes, el cumplimiento en los com-

promisos del PNIS y la implementación del PDET se han convertido en refe-

10	  Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación (2019). Op. cit.
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rentes sobre la voluntad del Gobierno para cumplir lo acordado. En las distin-

tas reuniones con excombatientes, uno de los principales argumentos para la 

desconfianza frente al proceso ha sido el retraso e incumplimiento del PNIS y 

las constantes quejas de las comunidades sobre el estancamiento del PDET. 

La seguridad física es una de las principales preocupaciones de los excomba-
tientes, en particular para quienes se encuentran por fuera de los ETCR. El hecho 

de que continúen los homicidios de excombatientes y sus familiares a nivel 

nacional ha generado una percepción de deterioro en las condiciones de se-

guridad. Según la Base de Agresiones a Desmovilizados de la FIP, desde 2017 

a septiembre de 2019, se han presentado 92 homicidios a excombatientes, con 

una mayor concentración en Cauca (22), Nariño (19), Antioquia (16) y Norte de 

Santander (10). Distintas versiones señalan que el aumento de la presión hacia 

los excombatientes para vincularse a estructuras armadas o actividades ilega-

les, ha incrementado su vulnerabilidad en el último año.

Según el más reciente informe de la Misión de Verificación de las Naciones 

Unidas, presentado el 1 de octubre de 2019, 52 excombatientes de las FARC 

han sido asesinados en 2019. Al ritmo actual, el número de asesinatos en 2019 

superará los 64 asesinatos reportados en 2018. Desde la firma del Acuerdo de 

Paz, la Misión ha verificado 147 homicidios11.

En este contexto, las personas que se encuentran en el proceso de reincor-

poración señalan que el Estado debe pasar de la implementación de medi-

das reactivas, a las intervenciones que estén enfocadas en la prevención. Este 

tema, además, se relaciona con la continuidad de los ETCR, pues es allí donde 

se sienten más protegidos y donde creen tener mayores garantías de seguri-

dad. Los excombatientes que se sienten más expuestos son aquellos que se 

encuentran en su proceso de reincorporación fuera de estos espacios.

Expectativas y preocupaciones alrededor de las elecciones locales. Los excom-

batientes que decidieron participar como candidatos en las elecciones locales, 

manifiestaron dudas sobre las garantías para hacerlo; por eso, varios optaron 

por hacer coalición con otros movimientos y partidos en vez de postularse. De 

otro lado, quienes se encuentran en el proceso de reincorporación comparten 

11	 Misión de Verificación de las Naciones Unidas (2019). Informe del Secretario General. S/2019/780. Disponible en: https://colom-
bia.unmissions.org/sites/default/files/sp_-_n1928700.pdf
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su preocupación por el cambio de las administraciones locales y la posibilidad 

de perder el respaldo con el que han contado en algunas zonas. Destacan la 

importancia del apoyo de los gobiernos locales en la reincorporación, así como 

la necesidad de generar compromisos en las alcaldías y la gobernación.

2.5. La sustitución de cultivos ilícitos

Los avances en el Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de 

Uso Ilícito (PNIS) en los territorios se han dado de manera diferenciada y con 

temporalidades distintas. Mientras en algunas zonas no inició formalmente y se 

quedó en los acuerdos colectivos —como en Chocó y en ciertos municipios del 

Cauca y Antioquia—, en otras se han venido dando mayores avances en su im-

plementación. Es el caso del Meta donde, según el reporte de la Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), de las 9.702 familias están 

inscritas el 53% (5.163) ya recibieron la totalidad de los pagos y se viene adelan-

tando asistencia técnica integral para el 68% (6.631) de las familias inscritas12.

En la práctica, el PNIS ha avanzado más en la erradicación voluntaria que 

en la sustitución de cultivos ilícitos. Aunque el programa se ha concentrado en 

la ayuda inmediata y aumentado progresivamente la cobertura de la asistencia 

técnica, no ha logrado conectarse con la Reforma Rural Integral —tal y como 

señalaba el Acuerdo de Paz—, y tiene un déficit notable en la generación de 

proyectos productivos, los cuales hasta el momento involucrar solo a un frac-

ción de las familias.

Las familias siguen cumpliendo a pesar de los retrasos y demoras del PNIS. Hay 
preocupaciones por la resiembra. De acuerdo con el monitoreo realizado por la 

Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), las familias 

que siguen vinculadas al programa han cumplido en gran proporción (94%) 

con los acuerdos de erradicación y continúan a la espera de que el Gobierno 

siga cumpliendo con sus compromisos. De las 60.731 hectáreas de coca a nivel 

nacional que tenían las familias vinculadas al PNIS, se erradicaron voluntaria-

mente y verificaron 32.255 (es decir, el 53%). De estas hectáreas verificadas, 

solo permanecen 1.99213. 

12	 UNODC (5 de agosto de 2019). Informe No. 18: Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos Ilícitos – PNIS. Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito -UNODC-. 

13	 Ibíd.
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Si bien es cierto que el nivel de resiembra verificado es muy bajo, hay que 

tener en cuenta que este monitoreo solo incluye una fracción del territorio 

donde se encuentra el PNIS. Además, en las regiones se ha recibido informa-

ción sobre un posible “efecto globo”: las familias erradican en el lote donde se 

hace la verificación, pero mantienen las hectáreas en zonas en que el Programa 

no opera. Aunque no es posible verificar esta afirmación, sí debería servir para 

analizar los efectos de la erradicación voluntaria en un contexto más amplio14. 

El esfuerzo por reducir la brecha de retrasos e incumplimientos aún no se tra-
duce en una ruta clara de tránsito a la economía legal de las familias del PNIS. Pese 

al importante esfuerzo por acelerar los procesos de pago y asistencia técnica 

mediante la creación de un Plan de Acción para intervenir 88 núcleos en 56 

municipios,15 el Programa todavía cuenta con rezagos importantes en varios 

territorios. Eso significa que el incumplimiento sigue siendo una de las princi-

pales preocupaciones de las familias vinculadas, lo que ha generado la pérdida 

de credibilidad y legitimidad de la población, incrementando sustancialmente 

el riesgo de traslado de cultivos hacia otras zonas y, además, la posible resiem-

bra. En el Meta, norte de Antioquia y el Pacífico Nariñense, hay rumores sobre 

traslado y reaparición de cultivos de coca. Hay que destacar, sin embargo, que 

parte de los retrasos están asociados al deterioro de las condiciones de seguri-

dad y a la incapacidad de los funcionarios y operadores de la asistencia técnica 

para operar en ciertos territorios.

Se han dado avances en la asistencia técnica, pero persisten las dudas sobre las 
alternativas de comercialización y conexión con los mercados legales. Pese al es-

fuerzo en adelantar el proceso de asistencia técnica para las familias bene-

ficiarias —actualmente se está dando asistencia al 61% de ellas: 60.73116—, la 

mayor preocupación para los actores del territorio sigue siendo la sostenibi-

lidad de los proyectos productivos. En la mayoría de los territorios visitados, 

los productores no cuentan con cadenas de comercialización, ni condiciones 

de infraestructura y mercado que den viabilidad a estos proyectos en el largo 

plazo. Estos factores desincentivan la continuación del PNIS y el tránsito a las 

economías legales. 

14	 Garzón, J.C., Gélvez, J.D. & Bernal, J.L. (2019). ¿En qué va la sustitución de cultivos ilícitos? Desafíos, dilemas actuales y la urgencia 
de un consenso. Bogotá: FIP. 

15	 Ibíd.
16	  UNODC (5 de agosto de 2019). Op. cit. 
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La atención a los recolectores sigue siendo el mayor retraso del PNIS. De las 

16.860 familias recolectoras que tenía el PNIS a julio de 2019, solo el 27% 

(4.528) fueron vinculadas a actividades de interés comunitario, según datos 

de UNODC17. La situación más crítica de las zonas visitadas se presenta en el 

Meta (11% de vinculados), seguido por Caquetá (12%), Cauca (14%) y Norte de 

Santander (15%), donde gran parte de esta población no está recibiendo los 

beneficios del Programa. Es importante acelerar los procesos de vinculación 

de estas familias ya que están en constante riesgo pues no cuentan con ingre-

sos periódicos para subsistir. Además, en su mayoría no cuentan con tierras 

para implementar proyectos productivos y están expuestas a las economías 

ilegales presentes en los territorios. 

La aspersión aérea es uno de los puntos que genera mayor preocupación. En Pu-

tumayo, Cauca, sur del Meta y Catatumbo, las comunidades, y en algunos ca-

sos las mismas autoridades, manifiestan su preocupación y rechazo al regreso 

de la fumigación para erradicar cultivos ilícitos. Por el contrario, insisten en la 

voluntad de las comunidades y en el apoyo del Estado a la sustitución volun-

taria, y piden la posibilidad de hacer acuerdos individuales con las familias que 

quedaron dentro de los acuerdos colectivos, así como la de vincular a nuevas 

familias.

Uno de los principales problemas de la sustitución está asociado a la no vincu-
lación de las familias con acuerdos colectivos y al inicio de la erradicación forzada. 
En Chocó, municipios del norte de Antioquia y Cauca, se firmaron acuerdos 

colectivos que no se tradujeron en la vinculación de las familias al PNIS. Allí 

se inició el proceso de erradicación forzada por parte de la Fuerza Pública, lo 

que ha generado tensiones con la comunidad y escalado a enfrentamientos y 

movilizaciones (como sucedió en Valdivia, Antioquia). Así las cosas, es posible 

que el choque entre estos dos procesos genere mayores tensiones y conflicti-

vidades en los territorios; por ello, las comunidades solicitan la vinculación de 

estas familias al PNIS.

Los grupos armados aumentaron la presión sobre el PNIS y promueven la re-
siembra de cultivos ilícitos. Con el fortalecimiento de los grupos armados en 

gran parte de los territorios visitados, se empieza a observar una mayor pre-

sión sobre los beneficiarios del Programa. En algunos casos les cobran un por-

17	  Ibíd. 
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centaje de los subsidios, en otros los están presionando a sembrar nuevamente 

y hasta desplazando forzadamente para poner otra familia a cultivar. Además, 

las facciones armadas ilegales cada vez restringen más el avance e implemen-

tación del PNIS, pues consideran que está afectando sus intereses económi-

cos. Destaca la afectación de los líderes sociales que han apoyado al PNIS, que 

por un lado tienen que responder a las comunidades por haber promovido su 

vinculación al Programa mientras, por el otro, quedan expuestos a las amena-

zas y ataques de los grupos armados ilegales. 

Para hacer frente a las agresiones a líderes del PNIS, la Consejería para la 

Estabilización y la Consolidación elaboró el “Plan de articulación de acciones 

de seguridad para la población objeto del Programa Nacional Integral de Susti­

tución de Cultivos Ilícitos - PNIS”, que establece los ejes y líneas de acción para 

la articulación interinstitucional requerida con el fin de construir rutas de aten-

ción y reacción rápida y eficaz frente a las situaciones de riesgo y amenaza18. 

No obstante, en los territorios no conocen aún los detalles de esta iniciativa.

Omar de Jesús 
Restrepo, del Partido 
FARC; José Vicente 
Carreño, del Partido 
Centro Democrático 
y Juanita Goebertus 
del Partido Alianza 
Verde,  se reúnen con 
agencias encargadas 
de implementar el 
Acuerdo Final en el 
departamento de 
Arauca.

18	  Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación (2019). Op. cit.
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ETC Pondores, 
Fonseca, La Guajira. 
María José Pizarro, 
Representante a la 
Cámara por la coalición 
Decentes se dirige a los 
excombatientes de las 
FARC.

2.6. Situación de las víctimas

Desde la vigencia de la Ley 1448 de 2011, o Ley de Víctimas, el Registro Úni-

co de Víctimas (RUV) ha llegado a 8.910.526 personas afectadas por distintos 

hechos victimizantes. Según registros de prensa, a enero de 2019 se habían 

reparado o indemnizado 962.00 personas19; es decir, tan solo el 11% luego de 

ocho años de que la Ley hubiera sido implementada. Esta cifra concuerda con 

los constantes reclamos de las víctimas en los territorios sobre la lentitud del 

proceso de reparación y la imposibilidad de cumplirlo durante la vigencia de la 

Ley de Víctimas, que ampara su indemnización y reparación. Además, una pre-

ocupación que resalta es la desconexión entre la reparación y otras medidas 

del acuerdo como los PDET y los mecanismos del Sistema integral de Verdad, 

Justicia, Reparación y no Repetición.

Las víctimas perciben que la reparación se vio afectada por la implementación 
del Acuerdo de Paz. Las organizaciones de víctimas han manifestado que la ne-

cesidad del Estado de invertir en la implementación del Acuerdo, disminuyó 

sustancialmente los recursos destinados para los procesos de reparación de 

las víctimas. Algunas de las víctimas perciben que el Acuerdo les ha generado 

más efectos negativos que positivos. 

19	 RCN Radio (5 de febrero de 2019). Más del 80% de las víctimas de la violencia en Colombia esperan ser reparadas. Obtenido el 
30 de septiembre de 2019, de https://www.rcnradio.com/colombia/mas-del-80-de-victimas-de-la-violencia-en-colombia-
esperan-ser-reparadas
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La falta de recursos financieros y humanos es el principal obstáculo para la re-
paración. Las instituciones territoriales encargadas del proceso de reparación 

manifiestan que la capacidad humana y financiera no es suficiente para la re-

paración de las víctimas estipuladas en la Ley 1448, sobre todo porque los 

pocos recursos con los que cuentan deben ser utilizados en la atención de las 

nuevas víctimas. 

Preocupación por la falta de capacidad local para atender a los nuevos casos 
de victimización. Los actores territoriales y las administraciones locales con-

cuerdan en señalar la poca capacidad de los municipios para atender los des-

plazamientos forzados, confinamientos, el reclutamiento forzado y los delitos 

sexuales, entre otros hechos, ocasionados por el nuevo ciclo de violencia. Ar-

gumentan que desde el Estado central les otorgan nuevas responsabilidades, 

pero no los dotan de recursos para cumplir con sus funciones. Las administra-

ciones municipales se encuentran desbordadas y no cuentan con la capacidad 

de atender a las nuevas víctimas, lo que ha generado gran preocupación en 

organizaciones sociales y de víctimas. 

03.
Recomendaciones desde los territorios

De las entrevistas con actores claves y las conversaciones con los congre-

sistas surgieron ideas, sugerencias y recomendaciones para la implementación 

del Acuerdo de Paz. En esta sección damos cuenta de estos insumos. 

3.1. Seguridad

•	 Implementar mecanismos de protección colectiva y territorial para 

los líderes que tengan en cuenta las características y condiciones lo-

cales, evitando estigmatizar a las víctimas y poniendo énfasis en el es-

clarecimiento de los hechos y en la identificación de los responsables. 

•	 Las medidas empleadas para combatir a los actores y economías ile-

gales deben sobrepasar el componente de Fuerza Pública para cons-
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truir una estrategia integral entre el desarrollo de los territorios y la 

intervención militar y policial, de tal manera que se afecten los com-

ponentes sociales y económicos que facilitan la permanencia de los 

actores armados y las economías ilegales. 

•	 Las acciones de las Fuerza Pública deben ir encaminadas a la preven-

ción y no solo a la reacción. La agenda de seguridad debería cons-

truirse con los distintos actores en los territorios para entender las 

necesidades y particularidades de cada zona. Es importante com-

prender que el aumento del pie de fuerza militar es clave, pero no 

suficiente.

•	 Poner en marcha una estrategia de desescalamiento del conflicto ar-

mado mediante la construcción de mínimos humanitarios que puedan 

ser respetados por los actores armados ilegales. Al mismo tiempo, 

considerar los llamados de los actores locales a avanzar en la aper-

tura de la mesa de diálogo con el ELN y otros actores armados para 

hacer respetar estas condiciones. 

•	 Fortalecer la capacidad de acción y respuesta del sistema de justicia 

en los territorios, sobre todo en las zonas rurales. Para esto, es nece-

sario proveer de mayores recursos humanos y técnicos a los sistemas 

de justicia, además de construir una relación positiva y de colabora-

ción entre la Fuerza Pública, el sistema judicial y las comunidades.

•	 Desarrollar una estrategia integral que permita atacar las condiciones 

sociales y económicas que favorecen el reclutamiento forzado. 

•	 Fortalecer las medidas de protección colectiva en los territorios y agi-

lizar las rutas de atención a los riesgos de los líderes sociales con el fin 

de constituir una estrategia de acción y prevención.

•	 Incluir el componente de seguridad en la Hoja de Ruta Unificada de 

Planeación para la Estabilización, integrándolo a las medidas enfoca-

das al desarrollo territorial.



33La implementación del Acuerdo de Paz en lo local:
los desafíos y las oportunidades

John Jairo Cárdenas 
del Partido de La U; 
Luis Alberto Albán, 
del Partido FARC; y 
Juanita Goebertus 
del Partido Alianza 
Verde, se reúnen los 
Concejos Comunitarios 
del Norte del Cauca en 
el municipio de Buenos 
Aires, Cauca.

3.2. Generar y fortalecer la confianza de las 
comunidades en el Estado

•	 Repensar y rediseñar el PNIS, articulándolo con los PDET, para agi-

lizar el desarrollo de acciones concretas que permitan restablecer la 

confianza de las comunidades. Esto no solo tendrá efecto en ellas, 

sino también en la percepción de los excombatientes. 

•	 Evitar la duplicidad de los esfuerzos y el desgaste en las comunidades 

mediante la articulación de acciones entre las entidades del gobierno 

y la cooperación internacional. 

•	 Aprovechar los canales de comunicación elaborados entre las institu-

ciones y las comunidades durante la construcción del PDET con el fin 

de establecer lazos de confianza. Además del diálogo constante, es 

necesario el cumplimiento de acuerdos y la implementación de obras 

tangibles para las comunidades. 

•	 Socializar los cronogramas para la puesta en marcha de obras de ma-

yor envergadura con el objetivo de disminuir la incertidumbre.

•	 Optimizar los procesos de concurso para los proyectos productivos, 

con un mayor acceso de las poblaciones a su implementación y desa-

rrollo. Estos proyectos deben ir acompañados de estudios de merca-

dos y viabilidad con el fin de asegurar la comercialización y estabili-

dad del mercado para generar sostenibilidad en los procesos. 
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Reunión con 
lideres sociales en 
La Cooperativa, 
Vistahermosa, Meta.

3.3. Sustitución de cultivos ilícitos

•	 Repensar y rediseñar el PNIS, con la activa participación de las comu-

nidades y los actores locales, tomando en cuenta las lecciones apren-

didas e integrándolo a los planes del PDET.

•	 Iniciar un proceso de construcción de acuerdos individuales en los 

municipios que cuentan con acuerdos colectivos para impulsar un 

nuevo proceso de erradicación voluntaria. A su vez, abrir gradual-

mente la posibilidad de que nuevas familias que tengan la intención 

de erradicar sus cultivos de coca puedan vincularse al PNIS. Estos 

elementos disminuirían la posibilidad de tensiones y conflictos socia-

les en el territorio.

•	 Socializar y cumplir los cronogramas estipulados para disminuir los 

rezagos del Programa en cuanto a pagos y asistencia técnica. Estas 

acciones permitirán reducir la incertidumbre y las expectativas de las 

familias vinculadas. 

•	 Evitar la aspersión aérea y la erradicación forzada de cultivos en las 

zonas de sustitución de cultivos ilícitos donde las comunidades tienen 

el firme compromiso de hacer el tránsito a la economía legal. 

•	 Viabilizar los proyectos productivos mediante la construcción de 

cadenas de comercialización y la integración con los mercados 
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legales. La identificación de las líneas productivas debe hacer un ba-

lance entre la oferta del territorio y la demanda, de tal manera que 

garantice la sostenibilidad de los esfuerzos.

3.4. Reincorporación de los excombatientes 

•	 Acelerar la aprobación y el desarrollo de los proyectos productivos 

que no solo contemplen una visión rural de la reincorporación, sino 

que se desarrollen y apoyen emprendimientos urbanos (es el caso 

de los proyectos de reincorporación que se están presentando en el 

casco urbano de Tumaco). 

•	 Acelerar los procesos de adquisición de tierras para los excomba-

tientes por medio de la articulación de las instituciones competentes. 

Para esto, es importante generar canales de comunicación e interlo-

cución constante entre la ARN, la ANT y las demás instituciones. 

•	 Utilizar la caracterización de los excombatientes que viene haciendo 

la ARN con el fin de modificar la ruta de reincorporación para que 

tenga enfoques diferenciales étnicos y de género.

•	 Articular las acciones encaminadas al desarrollo rural y la implemen-

tación de los PDET con el proceso de reincorporación para generar 

intervenciones integrales que faciliten las condiciones para la estabi-

lización económica de los excombatientes. 

•	 Analizar el papel que cumplen los ETCR en los territorios y potencia-

lizarlos para dinamizar los procesos que se vienen llevando en térmi-

nos de reincorporación comunitaria y económica. 

3.5. Atención a las víctimas

•	 Trabajar en la articulación de las entidades del Estado y las organiza-

ciones de cooperación para optimizar los recursos y lograr una mayor 

atención a las víctimas de este nuevo ciclo de violencia.

•	 Proveer de recursos técnicos, financieros y humanos a las institucio-

nes territoriales encargadas de la implementación con el fin de res-
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ponder a las necesidades de las poblaciones que están atendiendo 

(excombatientes y víctimas del conflicto).

•	 Implementar formas alternativas de reparación colectiva que permi-

tan agilizar los procesos de reparación de las víctimas. 

•	 Garantizar el avance en los procesos de reparación y restitución de 

tierras, así como socializar en los territorios las condiciones de la vi-

gencia de la ley 1448.

•	 Fortalecer los procesos de retorno, su acompañamiento y seguimien-

to a través del mejoramiento de las capacidades locales de la Unidad 

de Víctimas y la Unidad de Restitución de Tierras.

•	 Prorrogar, adecuar y fortalecer la Ley de Víctimas, teniendo en cuenta 

el proceso participativo llevado a cabo en 2017, y la articulación del 

programa de reparación con la implementación del Acuerdo de Paz. 

04.
Consideraciones finales 

El proyecto “Del Capitolio al Territorio” pretende hacer aportes a la cons-

trucción de paz territorial en varios niveles y a la implementación de los com-

promisos consignados en el Acuerdo de Paz. En un primer nivel, las visitas a 

terreno han permitido acercar a los congresistas a las complejidades y retos 

de las regiones del país más afectadas por el conflicto armado, generando 

espacios de interlocución con diferentes actores civiles y gubernamentales del 

territorio y haciendo posibles los canales de diálogo entre ellos. 

Los espacios generados por el proyecto han facilitado que los actores socia-

les y civiles les trasmitan a tomadores de decisiones y formuladores de política 

pública los problemas y necesidades de las regiones. Estos espacios de inter-

locución le permiten a la Comisión de Paz obtener información sobre los com-

promisos adquiridos y, de esa forma, hacer seguimiento sobre su cumplimiento. 
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Un segundo nivel de los aportes del proyecto a la construcción de paz tiene 

que ver con la información contenida en los reportes previos y posteriores que 

se hacen en cada visita. Estos documentos han servido para dotar de eviden-

cia las intervenciones públicas de los congresistas, las discusiones sobre la im-

plementación del Acuerdo de Paz y la formulación de iniciativas encaminadas 

a la construcción de paz, como el proyecto de Vivienda Rural impulsado por 

congresistas de partidos de Gobierno, oposición e independientes. 

En esa misma vía, estos informes, junto con las visitas a los territorios, fue-

ron un insumo clave para la elaboración del informe multipartidista “¿En qué 

va el Acuerdo de Paz a un año del Gobierno de Iván Duque?, que ha servido de 

fuente de información sobre el estado de la implementación del Acuerdo Final 

de Paz, estableciendo retos y desafíos que deben enfrentar el Gobierno, las 

entidades encargadas de ejecutarlo y el Congreso de la República.

El tercer nivel de aporte estuvo dado por la generación de un espacio de 

discusión en torno a los retos y perspectivas de una solución al conflicto con 

la guerrilla del ELN, bajo la idea de que la construcción de paz exige eliminar 

cualquier expresión de violencia. En esa vía, se promovió un espacio de inter-

cambio de ideas entre académicos, exnegociadores del Gobierno en la mesa 

con la guerrilla del ELN, miembros de la comunidad internacional y congresis-

tas del partido de Gobierno y la oposición. 

Un cuarto nivel tiene que ver con el mensaje público que el proyecto ha 

enviado en términos de diálogo constructivo entre opuestos políticos. La par-

ticipación multipartidista ha sido ejemplo de que es posible el diálogo entre las 

visiones encontradas frente a la paz y el Acuerdo Final. De igual forma, se ha 

visualizado la posibilidad de llegar a consensos en temas puntales y de gran 

importancia. En esta labor, se resalta la participación del Instituto Republicano 

Internacional, que ha venido financiando el registro audiovisual de estas visitas. 

Lo anterior ha permitido hacer videos documentales de las visitas de la Comi-

sión de Paz a diferentes regiones, que se han publicado y difundido en las redes 

sociales de los congresistas y las instituciones financiadoras. Esto se ha hecho 

con el doble propósito de comunicar —a través de formatos más accesibles que 

reportes escritos— el estado de implementación del Acuerdo de Paz y de com-

partir ejemplos de reconciliación y trabajo conjunto entre opuestos políticos. 
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Los viajes realizados por la Comisión de Paz de la Cámara de Represen-

tantes durante el proyecto “Del Capitolio al Territorio”, permitieron identificar 

necesidades y problemáticas sobre las que se debe hacer seguimiento bajo 

la lógica de articular las regiones con las entidades gubernamentales. Este 

proyecto se potencia como una herramienta que permite hacer monitoreo a 

la implementación del Acuerdo de Paz y a la construcción de paz desde la 

visión y el contexto de los territorios. Además, se constituye como una fuente 

de información consultiva para el público, un elemento necesario en aras de 

vincular e informar a la sociedad sobre los avances y retos de la paz. 

En definitiva, “Del Capitolio al Territorio” ha servido para tender puentes, 

acercar posiciones contrarias, construir miradas comunes, alimentar la discu-

sión sobre las políticas públicas vinculadas a la paz y hacer monitoreo sobre 

el cumplimiento de los compromisos adquiridos en el Acuerdo Final. Esta ini-

ciativa les ha dado mayor visibilidad a distintas realidades en un ejercicio de 

participación de múltiples actores que coinciden en señalar la urgente necesi-

dad de transformar las condiciones de las zonas que han sido golpeadas por 

la confrontación armada. 






